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MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A - 127 

Procedimiento: Verbal – Impugnación de actas de juntas de socios   

Demandante: Luis Fernando Moreno Maya    

Demandados: Inversiones Puerto Berrio LTDA   

Radicado Único Nacional: 05 001 31 03 021 2019 00334 01 

Procedencia: Juzgado Veintiuno Civil del Circuito de Oralidad de Medellín  

Asunto: Confirma decisión apelada 

 

Medellín, dieciséis (16) de diciembre del dos mil veintiuno (2021) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto de fecha 12 de diciembre de 2019 

- la cual fue radicada en el Tribunal y repartida a este despecho el día 16 de 

junio de 2021-, por medio del cual el juzgado rechazó la demanda por 

caducidad de la acción.  

  

ANTECEDENTES 

 

El señor Luis Fernando Moreno Maya presentó demanda con pretensión de 

que se declarara que el Acta Nro. 0009 del 09 de diciembre de 2017, relativa 

a una reunión extraordinaria de la Junta de Socios, que fue convocada para 

realizar el nombramiento de representante legal principal, suplente y de la 

junta directiva, no produjo ningún efecto legal; y como consecuencia, que se 

oficiara a la Cámara de Comercio de Medellín, con el fin de que se hiciera la 

anotación en el registro mercantil Nro. 21-087183-03 de la sociedad 

Inversiones Puerto Berrío LTDA con NIT 890937590-5.  

 

DECISION IMPUGNADA 
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El Despacho, mediante auto del 12 de diciembre de 2019, rechazó la demanda 

aduciendo que, al revisar el certificado de existencia y representación legal de 

la sociedad demandada, encontró que el Acta Nro. 0009 de 09 de diciembre 

de 2017, fue registrada el 15 de enero de 2018 en el libro 9, bajo el número 

713, en la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia.  

 

Pues si bien el demandante formuló denuncia el día 14 de diciembre de 2017, 

correspondiéndole a la Fiscalía 34 Seccional, con número de SPOA 

050016000206201760735, se trató de un trámite que no afectó el registro del 

acta, y que además fue archivado mediante resolución del 13 de septiembre 

de 2019.  

 

Resaltó el señor juez que la demanda de impugnación fue presentada el 19 

de noviembre de 2019, según acta de reparto, lo cual traduce que la acción 

se promovió por fuera de término debido a que el acta se inscribió desde el 

15 de enero de 2018, fecha en que comenzó a correr el término de dos (2) 

meses de acuerdo con el artículo 382 del C.G.P. Por ello, operó la caducidad 

y consecuencialmente se impone el rechazo de la demanda.   

 

IMPUGNACIÓN 

 

El apoderado de la parte demandante presentó recurso de apelación, 

argumentado, en esencia, que el término de dos meses previsto por la ley 

para ejercer la correspondiente acción, no puede contabilizarse desde el 15 

de enero de 2018 sino desde la fecha en que la Fiscalía tomó una decisión 

con respecto al trámite que había iniciado por virtud de la denuncia penal 

elevada por el aquí demandante, y ofició a la Cámara de Comercio “levantando 

toda medida cautelar sobre la matrícula mercantil”. 

 

Así, la acción no ha caducado, puesto que los términos fueron suspendidos 

por la justicia penal, pues el término de caducidad de dos (2) meses del código 

de comercio, se debió contar desde el momento que el señor fiscal, ordenó a 

la Cámara de Comercio levantar las medidas cautelares.  

 

CONSIDERACIONES 
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Sea lo primero advertir que el auto recurrido es efectivamente apelable, de 

conformidad con lo preceptuado en el numeral º1 del artículo 321 del Código 

General del Proceso.  

 

El artículo 382 del C.G.P prevé lo concerniente a la ritualidad de la 

impugnación de actas de asamblea, juntas directivas o de socios o de 

cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas de derecho privado, 

estableciendo que solo podrá proponerse, so pena de caducidad, dentro de 

los dos (2) meses siguientes a la fecha del acto respectivo y deberá dirigirse 

contra la entidad. Si se trata de acuerdos o actos sujetos a registro, el término 

se contará desde la fecha de la inscripción.  

 

Es de resaltar que el Acta Nro. 0009 del 09 de diciembre de 2017 proveniente 

de la reunión extraordinaria de Socios de la sociedad accionada, fue inscrita 

en la Cámara de Comercio de Medellín el día 15 de enero de 2018, fecha 

desde la cual, por mandato del art. 382 del C.G.P en concordancia con el 

artículo 191 del C. de Co., comenzaron a correr los dos (2) para impugnar 

dicha acta, fenecido dicho término la parte interesada no puede acudir a los 

estrados judiciales a impugnar la decisión.  

 

Y como bien lo dijo el señor juez, el trámite ante la Fiscalía General de la 

Nación no afectó el registro del acta, pues repárese que, en primer lugar, no 

hubo orden alguna de parte del señor Fiscal, antes del 15 de marzo de 2018, 

orientada a suspender los efectos de la inscripción en cuanto al nombramiento 

de liquidador principal y suplente; y, de otra parte, no existe norma alguna 

en la legislación que disponga la suspensión automática de tales efectos, por 

la simple interposición de una denuncia penal.  

 

En efecto, conforme a la documentación anexa, la única medida “cautelar” 

dispuesta por el Fiscal en el aludido trámite, es de fecha 9 de agosto de 2018, 

comunicada a la Cámara de Comercio el día 14 siguiente, y referente a la 

suspensión de los trámites de liquidación de la sociedad, que no propiamente 

de la “inscripción del acta cuestionada”, trámites de liquidación que, como le 

respondió a dicho funcionario la entidad registral en su momento, no realiza 

esta, por lo que se limitó a abstenerse de inscribir actas de que dieran cuenta 

de la liquidación de la sociedad. 
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Pero sea lo que fuere, lo ocurrido en el mes de agosto de 2018, la realidad es 

que, para ese momento, el inexorable término de caducidad ya había surtido 

sus efectos, desde el 15 de marzo de 2018 puesto que, por simple lógica, solo 

puede suspenderse o interrumpirse un término en curso, no el que ya 

transcurrió. 

 

Por lo expuesto la suscrita magistrada  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas por no aparecer causadas. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

Firmado Por:

 

 

Piedad   Cecilia Velez   Gaviria

Magistrada

Sala 002 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
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